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b) En el caso de un producto que contenga fostia-
zate, entre otras sustancias activas, modificar o retirar la 
autorización, si procede, a más tardar el 30 de junio 
de 2005, ó en el plazo que establezca la Orden por la que 
se haya incluido las sustancias en cuestión en el Anexo I 
del citado Real Decreto.

70. Condiciones de la inclusión de la sustancia activa 
siltiofam.

Plazo para la aplicación de las condiciones de inclu-
sión: El 30 de junio de 2004.

Plazos para la aplicación de los principios uniformes: 
A mas tardar el 31 de diciembre de 2003, todo producto 
fitosanitario autorizado que contenga siltiofam como 
única sustancia activa o con otras ya incluidas en el 
Anexo  I del Real Decreto 2163/1994, será objeto de una 
nueva evaluación, de acuerdo con los principios unifor-
mes, del que se determinará:

a) En el caso de un producto que contenga siltiofam 
como única sustancia activa, modificar o retirar la autori-
zación, si procede, a más tardar el 30 de junio de 2005, ó

b) En el caso de un producto que contenga siltiofam, 
entre otras sustancias activas, modificar o retirar la auto-
rización, si procede, a más tardar el 30 de junio de 2005, ó 
en el plazo que establezca la Orden por la que se haya 
incluido las sustancias en cuestión en el Anexo I del citado 
Real Decreto.

71. Condiones de la inclusión de la sustancia activa 
Coniothyrium minitans.

Plazo para la aplicación de las condiciones de inclu-
sión: El 30 de junio de 2004.

Plazos para la aplicación de los principios uniformes: 
A mas tardar el 31 de diciembre de 2003, todo producto 
fitosanitario autorizado que contenga Coniothyrium mini-
tans como única sustancia activa o con otras ya incluidas 
en el Anexo I del Real Decreto 2163/1994, será objeto de 
una nueva evaluación, de acuerdo con los principios uni-
formes, del que se determinará:

a) En el caso de un producto que contenga Conio-
thyrium minitans como única sustancia activa, modificar 
o retirar la autorización, si procede, a más tardar el 30 de 
junio de 2005, ó

b) En el caso de un producto que contenga Conio-
thyrium minitans, entre otras sustancias activas, modifi-
car o retirar la autorización, si procede, a más tardar el 30 
de junio de 2005, ó en el plazo que establezca la Orden 
por la que se haya incluido las sustancias en cuestion en 
el Anexo I del citado Real Decreto.

83. Condiciones de la inclusión de la sustancia activa 
quinoxifeno.

Plazo para la aplicación de las condiciones de inclu-
sión: El 28 de febrero de 2005.

Plazos para la aplicación de los principios uniformes: 
A mas tardar el 31 de agosto de 2004, todo producto fito-
sanitario autorizado que contenga quinoxifeno como 
única sustancia activa o con otras ya incluidas en el 
Anexo  I del Real Decreto 2163/1994, será objeto de una 
nueva evaluación, de acuerdo con los principios unifor-
mes, del que se determinará:

a) En el caso de un producto que contenga quinoxi-
feno como única sustancia activa, modificar o retirar la 
autorización, si procede, a más tardar el 28 de febrero 
de 2006, ó

b) En el caso de un producto que contenga quinoxi-
feno, entre otras sustancias activas, modificar o retirar la 
autorización, si procede, a más tardar el 28 de febrero de 
2006, ó en el plazo que establezca la Orden por la que se 
haya incluido las sustancias en cuestión en el Anexo I del 
citado Real Decreto. 

 7535 CORRECCIÓN de errores del Real Decre-
to 425/2005, de 15 de abril, por el que se esta-
blecen los requisitos técnicos y las normas de 
actuación que deben cumplir los centros técni-
cos para la instalación, verificación, control e 
inspección de tacógrafos digitales.

Advertido error en el Real Decreto 425/2005, de 15 de 
abril, por el que se establecen los requisitos técnicos y las 
normas de actuación que deben cumplir los centros técni-
cos para la instalación, verificación, control e inspección 
de tacógrafos digitales, publicado en el «Boletín Oficial 
del Estado» número 91, de 16 de abril de 2005, se procede 
a efectuar la oportuna rectificación:

En la página 13123, segunda columna, en el anexo I, 
en el apartado 1.A, donde dice:

«A.15 El titular del centro técnico deberá suscribir 
pólizas de responsabilidad civil, avales u otras garantías 
financieras otorgadas por una entidad debidamente auto-
rizada, que cubran los riesgos de su responsabilidad, 
respecto a daños materiales y personales a terceros, por 
una cuantía mínima de 60.000 euros, sin que la cuantía de 
la póliza limite dicha responsabilidad. Dicha cuantía que-
dará anualmente actualizada en función del índice de 
precios de consumo de la comunidad autónoma donde 
presten el servicio.»,

debe decir:
«A.15 El titular del centro técnico deberá suscribir 

pólizas de responsabilidad civil, avales u otras garantías 
financieras otorgadas por una entidad debidamente auto-
rizada, que cubran los riesgos de su responsabilidad, 
respecto a daños materiales y personales a terceros, por 
una cuantía mínima de 60.000 euros, sin que la cuantía de 
la póliza limite dicha responsabilidad. Dicha cuantía se 
actualizará en el mes de marzo de cada año para recoger 
la variación anual del índice de precios de consumo 
medio del año anterior, calculado como la variación anual 
de la media de los datos publicados por el Instituto Nacio-
nal de Estadística en el año natural anterior del índice de 
precios de consumo (grupo general para el conjunto 
general) sobre la misma media del año precedente.». 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE CATALUÑA

 7536 LEY 3/2005, de 8 de abril, de modificación de la 
Ley 9/1998, del Código de Familia, de la Ley 
10/1998, de uniones estables de pareja, y de la 
Ley 40/1991, del Código de Sucesiones por 
causa de muerte en el Derecho Civil de Cata-
luña, en materia de adopción y tutela.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento 
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y de 
acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del Estatuto 
de autonomía de Cataluña, promulgo la siguiente  Ley.

PREÁMBULO

El ordenamiento civil catalán fue el primero en el 
Estado español de alinearse con los entonces incipientes 
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corrientes prelegislativos y legislativos que, en el ámbito 
de las parejas de hecho, empezaban a aflorar en los orde-
namientos de nuestro entorno geográfico y cultural. Así, 
ya el preámbulo de la Ley 10/1998, de 15 de julio, de unio-
nes estables de pareja, reconocía que, aparte del matri-
monio, en la sociedad catalana había otras formas de 
unión en convivencia de carácter estable, tanto hetero-
sexuales como homosexuales, y que en los últimos años 
habían aumentado. Además, señalaba que este aumento 
se había producido de una forma paralela al crecimiento 
de la aceptación que todas estas otras formas tenían en 
nuestra sociedad. En cuanto a la adopción, sin embargo, 
la Ley se mantuvo en las mismas coordenadas que el 
Código de familia, y limitó tanto la adopción conjunta 
como la de los hijos del conviviente al matrimonio y a las 
parejas formadas por un hombre y una mujer.

Ahora, la presente ley da un paso adelante y elimina 
dicha restricción legal a la adopción por parejas homo-
sexuales, en el marco de lo que dispone la Resolución del 
Parlamento Europeo de 4 de septiembre de 2003, sobre la 
situación de los derechos fundamentales en la Unión 
Europea, la cual reitera en este punto la Resolución de 8 
de febrero de 1994, sobre la igualdad de los derechos de 
los gays y las lesbianas en la Comunidad Europea, que 
insta a los Estados miembros a velar por la aplicación del 
principio de igualdad de trato, con independencia de la 
orientación sexual de las personas interesadas, en todas 
las disposiciones jurídicas y administrativas.

Esta ha sido también la línea de otros países europeos 
que han aprobado normas que, aunque con alguna dife-
rencia de matiz, coinciden en admitir estas adopciones: 
Holanda, Suecia e Inglaterra regulan la adopción con-
junta, y Dinamarca, Islandia y Noruega la circunscriben a 
los hijos del conviviente. Dentro del Estado español, 
Navarra, el País Vasco y, recientemente, Aragón también 
han aprobado sendas leyes que eliminan las restricciones 
legales que existían hasta ahora para estas adopciones.

El artículo 39 de la Constitución española fija que los 
poderes públicos tienen la obligación de asegurar la pro-
tección social, económica y jurídica de la familia, la cual 
no debe identificarse necesariamente con la que tiene su 
origen en el matrimonio. Efectivamente, tal como afirma 
la Sentencia del Tribunal Constitucional 222/1992, esta 
conclusión se impone por el sentido protector o tuitivo 
con el que la norma fundamental considera siempre a la 
familia, que responde a imperativos vinculados al carác-
ter «social» del Estado. En este marco, el mismo artícu-
lo 39 de la Constitución española fija también, como uno 
de los principios rectores de la política social, la obliga-
ción de los poderes públicos de asegurar la protección 
integral de los hijos; es decir, exige que el legislador ordi-
nario respete dicho principio de asistencia y protección de 
los hijos menores. Es al amparo de dichos preceptos, así 
como de lo que dispone el artículo 8.2 del Estatuto de 
autonomía respecto a la obligación de promover las con-
diciones necesarias para que la libertad y la igualdad del 
individuo sean reales y efectivas y de remover los obs-
táculos que impidan o dificulten su plenitud, que la Gene-
ralidad, en el ejercicio de la competencia legislativa que le 
reconoce el artículo 9.2 del Estatuto de autonomía en 
materia civil, ha aprobado la presente ley, que elimina los 
obstáculos que existían hasta ahora para que las perso-
nas que integran una pareja homosexual que convive con 
carácter estable adopten a un hijo o una hija.

El concepto moderno de la adopción como medida 
sobre todo para proteger a los menores la ha alejado radi-
calmente de la estrechez con la que se había concebido en 
el origen. Ya con la incorporación, hace casi medio siglo, 
de la adopción plena –reservada exclusivamente a los 
menores abandonados y a los expósitos– se produjo una 
renovación sustancial de esta institución, que adquiría así 
un marcado perfil de protección de menores, en el cual 
las reformas sucesivas no han hecho más que profundi-

zar. En esta misma dirección, una vez la Generalidad hubo 
recuperado la competencia legislativa, el Parlamento 
aprobó la Ley 11/1985, de 13 de junio, de protección de 
menores, que, ya sin ningún tipo de duda, concebía la 
adopción como el último paso en la actuación protectora, 
cuando no es posible devolver el menor a su familia. Pos-
teriormente, la Ley 37/1991, de 30 de diciembre, sobre 
medidas de protección de los menores desamparados y 
de la adopción, se asentó, aún con más fuerza, en este 
mismo principio: esto es, que, por encima de todo, debe 
prevalecer la protección y el interés del menor. El Código 
de familia, el año 1998, se limitó a incorporar, sin cambios 
sustanciales, la regulación de aquella ley especial, de 
modo que se puede afirmar que, hoy en día, la adopción 
sólo tiene un sentido pleno en el marco de las medidas de 
protección de los menores desamparados, sin excluir, 
claro está, los casos –más bien excepcionales– en los que 
se permite la adopción fuera de este ámbito.

La presente ley parte de la base de que lo mejor para 
el interés del menor sólo puede determinarse cuidadosa-
mente en cada adopción concreta, y que no debe hacerse 
depender, apriorísticamente, de la orientación sexual de 
los solicitantes. Nadie tiene, de forma automática, el dere-
cho a adoptar, sino que existen personas o familias idó-
neas para la adopción. Lo que hace esta ley es equiparar 
a las personas homosexuales que conviven more uxorio 
con los convivientes heterosexuales, y les reconoce el 
derecho a ser valorados como posibles padres o madres 
adoptivos. En fin, lo que es preciso asegurar en toda 
adopción, sea cual sea la orientación sexual de quienes 
adoptan, es el superior interés del menor, lo cual corres-
ponde a los poderes públicos competentes en materia de 
protección de menores desamparados y, en definitiva, 
corresponde a la autoridad judicial examinar, caso por 
caso, si cada solicitud concreta se adecua o no a dicho 
interés.

Se posibilita tanto que un miembro de la pareja homo-
sexual adopte a los hijos del otro, como que ambos adop-
ten conjuntamente a menores ajenos, es decir, que no 
tienen ningún tipo de vínculo afectivo con la pareja que 
adopta. En el primer caso, se pretende legalizar la situa-
ción de hecho en la que el hijo o hija tiene dos madres o 
dos padres, es decir, la adopción se plantea, potencial-
mente, como la mejor forma de reconocer el vínculo exis-
tente con el menor y, al mismo tiempo, como un instru-
mento adecuado para que, en su interés, puedan hacerse 
efectivos las responsabilidades y los derechos legales, y 
resolver, en el marco del derecho de familia, cualquier 
tipo de problema que pueda surgir posteriormente en 
relación con el menor. De este modo, la ley permite dar 
cobertura legal a una realidad emocional: la de estos 
menores con dos padres o dos madres. En caso de adop-
ción conjunta, la ley parte del principio de que el mejor 
camino para satisfacer el superior interés del menor es, 
normalmente, que conviva, cuanto antes mejor, en un 
hogar idóneo, de modo que pase el mínimo tiempo posi-
ble en un centro de acogida o, incluso, en una acogida 
familiar simple sin voluntad de adoptar.

Puesto que se ha querido dar una respuesta legisla-
tiva inmediata a esta realidad social, se ha optado por 
aprobar una ley modificativa, teniendo en cuenta que esta 
reforma deberá integrarse en la tarea de armonización, ya 
bastante avanzada, del Código de familia y demás leyes 
que deben conformar, en el ámbito de la persona y la 
familia, el libro segundo del Código Civil de Cataluña. 
Entonces será el momento, además, de armonizar lo que 
dispone la presente ley con la regulación del resto de ins-
tituciones, como por ejemplo la potestad –que, literal-
mente, aún se sigue refiriendo al modelo tradicional del 
padre y la madre–, y de introducir los cambios terminoló-
gicos pertinentes para alcanzar una mayor neutralidad en 
términos de género que se adecue más a la disciplina de 
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la adopción que resulta de esta ley, esto es, a la posibili-
dad de que el menor tenga dos padres o dos madres.

Con la finalidad, pues, de hacer posible la adopción 
por las parejas homosexuales y con la voluntad clara de 
asegurar la protección del primordial interés de los niños, 
que son, en definitiva, las personas beneficiarias de esta 
modificación legislativa, se deroga el artículo 6 de la Ley 
de uniones estables de pareja y, en relación con el Código 
de familia, se modifican el artículo 115, referido a la adop-
ción conjunta por más de una persona; el artículo 117, 
sobre la adopción de los hijos del otro miembro de la 
unión estable; el artículo 122, respecto a la necesidad de 
asentir en la adopción individual; el artículo 127, por lo 
que respecta a los efectos de la adopción, y el artículo 
132, para señalar que esta nueva regulación de la adop-
ción atribuye la filiación a dos padres o dos madres. Se 
modifica también el artículo 344 del Código de sucesio-
nes, en este último caso para equiparar el efecto del man-
tenimiento de derechos sucesorios abintestato (actual-
mente tan sólo previsto para la adopción de los hijos del 
consorte) a la de los hijos del conviviente en pareja esta-
ble, ya que continúan subsistiendo los vínculos de paren-
tesco.

Finalmente, fuera de la adopción, por razones de 
coherencia normativa se modifica también el artículo 179 
del Código de familia, ya que no sería lógico mantener 
que no puede ser tutor o tutora quien convive con el 
padre o la madre del menor en relación de pareja homo-
sexual, cuando ahora la ley admite que puede adoptar. Lo 
mismo debe decirse respecto a la atribución de la tutela 
del incapacitado preferentemente a quien convive con él 
en relación de pareja con carácter estable; en este último 
caso, se trata de una simple armonización con el artículo 
25 de la Ley de uniones estables, que ya pone en primer 
lugar, en el orden de preferencia de la delación de la 
tutela, al conviviente homosexual. La ley se completa con 
la modificación de los demás preceptos que, en diferentes 
normas jurídicas, aún tenían en cuenta a las parejas de 
hecho solo de carácter heterosexual.

Artículo 1. Modificación del artículo 115 de la Ley 9/1998.

Se modifica el apartado 2 del artículo 115 de la Ley
9/1998, de 15 de julio, del Código de familia, que queda 
redactado del siguiente modo:

«2. Sólo se admite la adopción por más de una 
persona en el caso de los cónyuges o de las parejas 
que conviven con carácter estable. En tales casos, es 
suficiente que una de las personas que adopta haya 
cumplido veinticinco años.»

Artículo 2. Modificación del artículo 117 de la Ley 9/1998.

Se modifican las letras a) y b) del artículo 117.1 de la 
Ley 9/1998, que quedan redactadas del siguiente modo:

«a) Los hijos del cónyuge o de la persona con 
quien el adoptante convive en relación de pareja con 
carácter estable. En tales casos, la adopción requiere 
que la filiación no esté determinada legalmente res-
pecto al otro progenitor, o que éste haya muerto, o 
que esté privado de la potestad, o que esté incurso 
en una causa de privación de la potestad, o que 
haya dado su asentimiento.

b) Los huérfanos que son parientes del adop-
tante hasta el tercer grado de consanguinidad o afi-
nidad.»

Artículo 3. Modificación del artículo 122 de la Ley 9/1998.

Se modifica el apartado 1.a) del artículo 122 de la Ley 
9/1998, que queda redactado del siguiente modo:

«1. Deben dar su asentimiento a la adopción, si 
no están imposibilitados para hacerlo:

a) El cónyuge del adoptante, salvo en caso de 
separación judicial o de hecho, o la persona con 
quien el adoptante convive en relación de pareja con 
carácter estable.»

Artículo 4. Modificación del artículo 127 de la ley 9/1998.

Se modifica el apartado 2 del artículo 127 de la Ley 
9/1998, que queda redactado del siguiente modo:

«2. La adopción extingue el parentesco entre la 
persona adoptada y su familia de origen, salvo en 
los casos establecidos por el artículo 117.1.a) y en la 
adopción entre parientes hasta el cuarto grado.»

Artículo 5. Modificación del artículo 128 de la Ley 9/1998.

1. Se modifica el apartado 1 del artículo 128 de la Ley 
9/1998, que se divide en dos apartados que quedan redac-
tados del siguiente modo:

«1. La persona que es adoptada conjuntamente 
lleva los apellidos de los adoptantes en el orden que 
establece la ley o en el orden que éstos acuerden en 
la inscripción del primer hijo o hija que tengan en 
común. Si los adoptantes son del mismo sexo, el 
orden de los apellidos es el que elijan de común 
acuerdo. Si no hay acuerdo, el orden lo decide el 
juez o jueza de primera instancia, dentro del proce-
dimiento de adopción.

2. El adoptado o adoptada por una persona 
lleva los apellidos de ésta, salvo en el caso al que se 
refiere el artículo 117.1.a), en el cual conserva el ape-
llido de la persona con quien tiene el vínculo de 
filiación previamente establecido, de acuerdo con 
las normas del apartado 1 respecto al orden de los 
apellidos. Si esta persona es del mismo sexo que el 
adoptante, ambos deben establecer el orden de los 
apellidos de común acuerdo en el momento de la 
adopción. Si no hay acuerdo, el orden lo decide el 
juez o jueza de primera instancia.»

2. Los antiguos apartados 2 y 3 del artículo 128 de la 
Ley 9/1998 pasan a ser los apartados 3 y 4, respectiva-
mente.

3. Se añade un nuevo apartado, el 5, al artículo 128 
de la Ley 9/1998, con el siguiente texto:

«5. En los supuestos anteriores de elección, peti-
ción de inversión o conservación, en el momento de 
la adopción, los apellidos de la persona adoptada 
deben ser acordados expresamente en la parte dis-
positiva de la resolución judicial por la que se cons-
tituye la adopción.»

Artículo 6. Modificación del artículo 132 de la Ley 9/1998.

1. El artículo 132 de la Ley 9/1998 pasa a ser el apar-
tado 1 del artículo 132.

2. Se añade un nuevo apartado, el 2, al artículo 132 
de la Ley 9/1998, con el siguiente texto:

«2. Si las personas a quienes se ha asignado la 
potestad sobre los hijos menores son del mismo 
sexo, se denominan madres, si son mujeres, y 
padres, si son hombres.»

Artículo 7. Modificación del artículo 158 de la Ley 9/1998.

Se modifica la letra b) del artículo 158 de la Ley 9/1998, 
que queda redactada del siguiente modo:
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«b) La adopción de los hijos, salvo que lo sean 
del cónyuge o de la persona con quien el adoptante 
convive en relación de pareja con carácter estable.»

Artículo 8. Modificación del artículo 161 de la Ley 9/1998.

Se modifica el artículo 161 de la Ley 9/1998, que queda 
redactado del siguiente modo:

«La declaración judicial de incapacidad de los 
hijos mayores de edad o emancipados, si ellos mis-
mos no han designado un tutor o una tutora, de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 172, o bien 
si no es procedente la constitución de la tutela en 
favor del cónyuge o de la persona con quien convive 
en relación estable de pareja, o de los descendien-
tes, y viven aún el padre o la madre que eran los 
titulares de la potestad, supone la rehabilitación de 
esta potestad, que debe ejercerse, de acuerdo con 
las excepciones que pueda establecer la resolución 
judicial, como si se tratara de un menor.»

Artículo 9. Modificación del artículo 163 de la Ley 9/1998.

Se modifica el apartado 1.c) del artículo 163 de la Ley 
9/1998, que queda redactado del siguiente modo:

«1. Las potestades prorrogadas o rehabilitadas 
del padre y de la madre se extinguen por:

c) La constitución posterior de la tutela en favor 
del cónyuge o de la persona con quien se convive en 
relación estable de pareja o de los descendientes.»

Artículo 10. Modificación del artículo 179 de la Ley 9/1998.

Se modifican las letras a) y c) del artículo 179.1 de la 
Ley 9/1998, que quedan redactadas del siguiente modo:

«a) En la tutela del incapacitado, a su cónyuge, 
si conviven, o a la persona con quien el incapacitado 
convive en relación estable de pareja.

c) Al cónyuge del padre o de la madre del 
menor o incapacitado, o a la persona que, al morir 
uno u otra, estuviera conviviendo con él en relación 
estable de pareja; en ambos casos, si la persona 
designada ha estado conviviendo con el menor o 
incapacitado.»

Artículo 11. Modificación del artículo 198 de la Ley 9/1998.

Se modifica la letra b) del artículo 198 de la Ley 9/1998, 
que queda redactada del siguiente modo:

«b) Cuando la tutela corresponda a una per-
sona casada o que conviva en relación estable de 
pareja, y se crea conveniente que el cónyuge o el 
otro miembro de la pareja también la ejerza.»

Artículo 12. Modificación del artículo 344 de la Ley 40/1991.

Se modifica el artículo 344 de la Ley 40/1991, de 30 de 
diciembre, del Código de sucesiones por causa de muerte 
en el derecho civil de Cataluña, que queda redactado del 
siguiente modo:

«En el caso de adopción de los hijos del consorte 
o de la persona con quien el adoptante convive en 
relación de pareja con carácter estable, se mantiene 
el derecho de los hijos a suceder abintestato a su 
progenitor y los parientes de éste, sin perjuicio de 
los derechos sucesorios abintestato que puedan 
corresponder al adoptante.»

Artículo 13. Modificación del artículo 354 de la Ley 40/1991.

Se modifica el párrafo segundo del artículo 354 de la 
Ley 40/1991, que queda redactado del siguiente modo:

«Se exceptúa el supuesto en que un consorte 
adopte a los hijos por naturaleza del otro consorte, o 
uno de los miembros de la pareja que convive en 
relación de carácter estable adopte a los hijos del 
otro.»

Artículo 14. Modificación del artículo 31 de la Ley 10/1998.

1. Se añade un nuevo apartado 1 al artículo 31 de la 
Ley 10/1998, de 15 de julio, de uniones estables de pareja, 
con el siguiente texto:

«1. Al cesar la convivencia, los miembros de la 
pareja, en el caso de que tengan hijos comunes, 
pueden pactar con cuál de los dos van a convivir, y 
el régimen de visitas, de estancia y de comunicación 
con el miembro de la pareja con quien no vayan a 
convivir. Si no hay acuerdo, la autoridad judicial 
decide en beneficio de los hijos, escuchándolos pre-
viamente si tienen suficiente entendimiento o si tie-
nen, como mínimo, doce años.»

2. Los antiguos apartados 1 y 2 del artículo 31 de la 
Ley 10/1998 pasan a ser los apartados 2 y 3, respectiva-
mente.

Disposición derogatoria.

Se deroga el artículo 6 de la Ley 10/1998.

Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los que 
sea de aplicación esta Ley cooperen en su cumplimiento 
y que los tribunales y autoridades a los que corresponda 
la hagan cumplir.

Palacio de la Generalidad, 8 de abril de 2005.–Pasqual 
Maragall i Mira, Presidente.–Josep María Vallès i Casade-
vall, Consejero de Justicia.

(Publicada en el «Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña»
n.º 4.366, de 19 de abril de 2005)c 

 7537 LEY 4/2005, de 8 de abril, de los recursos con-
tra las calificaciones de los Registradores de la 
Propiedad de Cataluña.

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento 
de Cataluña ha aprobado y yo, en nombre del Rey y de 
acuerdo con lo que establece el artículo 33.2 del Estatuto 
de autonomía de Cataluña, promulgo la siguiente Ley.

PREÁMBULO

El Estatuto de autonomía de Cataluña, en el artícu-
lo 20.1.e), extiende la competencia de los órganos juris-
diccionales a los recursos sobre calificación de documen-
tos referentes al derecho privativo catalán que deben 
tener acceso a los registros de la propiedad; y en el 
artículo 9.2 reconoce a la Generalidad competencias 
exclusivas en relación con la conservación, modificación 
y desarrollo del derecho privado catalán.

La Ley hipotecaria, texto refundido aprobado por 
Decreto de 8 de febrero de 1946, en la redacción introdu-
cida por la Ley del Estado 24/2001, de 27 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y de orden social, modi-
ficadas por las leyes del Estado 53/2002, de 30 de diciem-
bre, y 62/2003, de 30 de diciembre, ambas de medidas 


